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			Introducción

			La Constitución es una forma de gobierno, pero también es una forma de vida, pues más allá de constituir un pacto político-jurídico que brinda orden público, seguridad jurídica, elecciones libres, control y equilibrio de poderes, y buen gobierno, también asegura libertades y derechos de igualdad, solidaridad y justicia, así como una economía social de mercado para enfrentar los desafíos contemporáneos como la lucha contra el cambio climático.

			Así, la cuestión ambiental ha pasado a constituir no solo un objeto de estudio, sino también una forma de entender el modo de vida contemporáneo de las nuevas generaciones, preocupadas y conscientes de los pasivos ambientales que pesan sobre el presente y futuro de la humanidad. El Estado constitucional contemporáneo, que surgió de las cenizas del holocausto nazi, se erigió sobre nuevos fundamentos humanistas. Es por ello por lo que este no es ajeno al holocausto ecológico que viene emergiendo a partir del modelo de crecimiento económico de los países industrializados, que vienen dejando una gran huella de carbono.

			Por eso, frente a los dantescos problemas derivados de la contaminación del ambiente, desde el hemisferio sur global los Estados constitucionales vienen planteando, por un lado, la protección del medio ambiente como un valor, un principio y un derecho fundamental y, por otro lado, la protección, conservación y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, que son la fuente principal de los ingresos de nuestros países en desarrollo que viven del mercado mundial.

			Para tal efecto, el Estado constitucional no solo es un modelo político y jurídico garantista de derechos, deberes y libertades, sino que debe basarse en un constitucionalismo transformador que se involucra más allá de lo jurídico y político: con la economía, la naturaleza, la geografía, las especies y el cambio climático, que constituyen variables de carácter internacional, antes que local. De ahí que el Estado constitucional contemporáneo, debido a su nueva naturaleza y sus nuevos deberes fundamentales, demande de un constitucionalismo globalizado, donde la soberanía nacional no desaparece, pero sí queda vinculada a las obligaciones internacionales que genere y se obligue. 

			De modo que, fundamentalmente la cuestión ambiental —aunque no únicamente ella— exige del Estado constitucional su globalización y su carácter transformador; que demandan, por un lado, de un proceso de internacionalización del derecho constitucional y de una constitucionalización del derecho internacional; y, de otro, que sea un portador efectivo de los valores, principios y derechos humanos, sobre todo de los más vulnerables, porque sobre ellos siempre recaen los peores efectos o consecuencias por acción u omisión de las políticas públicas y privadas, además de los desastres naturales. 

			Con estos presupuestos, el presente libro desarrolla la problemática ambiental desde un enfoque constitucional que se compone de tres partes fundamentales.

			La primera aborda el rol del Estado en el medio ambiente, desde la evolución de los modelos del Estado de derecho y el medio ambiente hasta la incorporación de la justicia ambiental como un nuevo modelo estatal. Para ello se delimita el concepto del derecho al medio ambiente que, dado el acelerado cambio climático, requiere ofrecer un constitucionalismo de emergencia ambiental a partir de otorgar eficacia a los deberes y responsabilidades del Estado, pero también a las empresas.

			La segunda parte se centra en la relación Constitución y medio ambiente, a partir de elementos centrales que identifican los fundamentos naturales de la vida y los procesos de constitucionalización para su protección. En cuanto a los fundamentos naturales para la vida se abordan distintos temas: la problemática de la escasez del agua dulce y oceánica, así como su contaminación; la tierra, en relación a su ordenamiento territorial y los problemas de la desertificación; la atmósfera, en cuanto al calentamiento global, su contaminación y su impacto en las ciudades; y la problemática de las energías contaminantes y limpias.

			En cuanto a los procesos de constitucionalización se analizan los principios y derechos ambientales, la biodiversidad en el marco del desarrollo sostenible y la institucionalización de la política y gestión ambiental. Sobre dicho marco normativo e institucional se estudia críticamente la protección de los recursos naturales —renovables y no renovables— y se plantea la problemática de su deterioro y/o escasez. Pero la defensa del medio ambiente no es solo una tarea estatal, sino que demanda la democratización de su defensa, por eso se presentan los derechos de acceso a la información y participación ciudadana, así como la tutela administrativa y jurisdiccional —nacional e internacional— del medio ambiente, conforme al Tratado de Escazú.

			La tercera parte se centra en la relación entre los pueblos indígenas y el medio ambiente, por cuanto estos pueblos originarios tienen un reconocimiento constitucional, pero no así su defensa en las tareas de protección del medio ambiente, siendo los principales defensores de la naturaleza y su hábitat, lo que beneficia a todos. Debido a que los pueblos originarios se identifican con la naturaleza, viven en armonía con ella y le brindan tributo y cuidado desde siempre. De allí que ante la crisis climática global haya surgido en el hemisferio sur global, una nueva forma de afrontarla a partir de concebir a la naturaleza como sujeto y titular de derechos vinculantes y tutelables, como viene sucediendo en diferentes latitudes. Ello es propio del emergente constitucionalismo global y transformador, que le asigna a la Amazonía un estatuto especial en tanto pulmón de la humanidad, de donde se desprende que no solo es un bien constitucional del presente, sino un último fundamento natural de la vida de la Tierra. De aquí que las obligaciones estatales sean no solo en relación a los poderes públicos, sino también a las empresas y, desde ya, a la sociedad internacional, de la cual se demanda su cooperación.

			Con ello, el derecho constitucional ambiental que se presenta procura contribuir al desarrollo del derecho a un ambiente adecuado, el cual, como derecho humano, implica el derecho a que todos desarrollemos nuestra vida en condiciones equilibradas y sanas —lo que es un imperativo que se deriva de la dignidad humana y de los derechos de la naturaleza—; tarea académica en la cual quiero agradecer a Sebastian Shimabuku y a Juan Carlos Jara por su permanente colaboración.

			Barcelona, 26 de mayo de 2023.

		

	
		
			PRIMERA PARTE: 
ESTADO Y MEDIO AMBIENTE

			Desde el origen de la humanidad se ha señalado que donde hay hombres hay sociedad y donde hay sociedad hay derecho —ubi homini ibi societas, ubi societas ibi ius— (Aristóteles). Pero es a partir del desarrollo histórico de las distintas formas de organización política —desde los clanes, polis, civitas, ciudades-Estado, Estado antiguo, medieval y moderno— que se produce un largo proceso de racionalización del poder. Este proceso de desacralización del poder a partir del Renacimiento supuso una gran transformación en virtud de la cual se concibió que el hombre podía dar poder al monarca y también transformarlo —mediante los pactos subjetionis, como la Carta Magna de 1215—.

			Por eso, es con el Estado moderno que la política, la economía, la guerra, las leyes y la religión se humanizan, mas no la relación del hombre con la tierra, los bosques, el mar y sus recursos. En este escenario, los imperios europeos realizaron procesos de descubrimiento de nuevas rutas comerciales por el mundo hacia el Asia y la India, así como de conquistas de nuevos territorios y riquezas en África y América. En este período, la naturaleza y sus riquezas solo fueron concebidas como un medio para sus fines imperiales.

			Pero la relación entre el Estado y el medio ambiente solo surgiría tardíamente de forma consciente y programática con el Estado contemporáneo, en el cual, a partir de la noción de justicia ambiental, se iría construyendo un marco jurídico internacional de protección del medio ambiente ante los dantescos efectos del calentamiento global, el mismo que se desarrollaría en el ordenamiento constitucional de los Estados. Sin embargo, en una etapa muy avanzada de los desastres ambientales y naturales, como producto de la desaprensión histórica de la acción humana sobre la naturaleza, se demandan previsiones y acciones dentro del llamado constitucionalismo ecológico, que tiene como expresión el llamado a la Constitución de la Tierra, que a continuación se analiza.

			1. TRANSFORMACIONES DEL ESTADO Y MEDIO AMBIENTE

			El Estado democrático constitucional contemporáneo afronta una serie de desafíos locales, tales como las guerras, las pandemias, la inseguridad ciudadana o la pobreza, pero también afronta nuevos desafíos globales como el aceleramiento del calentamiento global, las migraciones internacionales o el control de la vida privada de las grandes plataformas tecnológicas. En la historia de la humanidad, de acuerdo con su tiempo y concepción ideológica, el Estado ha dado respuestas a los cuestiones sociales, económicas y políticas, pero solamente con el calentamiento global, producto del efecto invernadero de nuestro planeta, la responsabilidad del Estado, de las empresas y de la sociedad se ha colocado en el primer plano del derecho a nivel local y mundial (Programa de Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente, s. f.).

			El problema del medio ambiente no es un asunto contemporáneo, sino recurrente, que siempre acompañó a la humanidad, aun cuando de manera implícita, a partir de la forma histórica de posesión, asentamiento y ordenación del espacio entre los hombres, que en el mundo clásico fue conocida como el nomos. En efecto: 

			(...) nomos (...) procede de nemein, una palabra que significa tanto “dividir” como también “apacentar”. El nomos es, en cuanto al espacio, la ordenación política y social de un pueblo. [En este sentido], nomos es la medida que distribuye y divide el suelo del mundo en una ordenación determinada, y, en virtud de ello, representa la forma de la ordenación política, social y religiosa. Medida, ordenación y forma constituyen aquí una unidad espacial concreta (Schmitt, 1979, p. 52). 

			Así, durante la conquista de América por los españoles, el poder colonial se estructuró en torno a la posesión de los recursos naturales (las tierras y las minas), al punto de que, en el ordenamiento jurídico de entonces, el ius gentium o derecho de gentes lo legitimaba desde un punto vista sacral. En efecto, en la Junta de Valladolid, el padre Juan Ginés de Sepúlveda (1550), apoyándose en la doctrina papal de entonces, caracterizaba a los indígenas como salvajes y bárbaros, por lo que eran seres sin derechos y sus tierras podían ser objeto de libre conquista y explotación1. 

			El hecho de privar a los indios, por tales razones, de la condición de seres humanos, tenía el sentido práctico de conseguir un título jurídico para la gran toma de la tierra y el avasallamiento de los indios que, por cierto, Sepúlveda consideraba como servidumbre y esclavitud (Schmitt, 1979, p. 99). 

			La forma de vida de las culturas precolombinas —como las culturas inca, maya o azteca— estuvo basada en la observación de los procesos de la naturaleza junto a una evaluación de los efectos sobre la vida humana, lo que en el acervo cultural de entonces constituía una concepción ecológico-empírica estructurada en torno al recurso básico del agua. Por eso, se ha señalado que: 

			Factores naturales y particularmente de relaciones sociales condicionaron estos hechos, pero en términos generales se puede afirmar que las relaciones hombre-naturaleza fueron mucho más armónicas. Esta armonía no se refiere al “equilibrio” del hombre como parte del ecosistema, sino a la artificialización de él que hizo el indígena, a su mayor productividad y a su conservación (Giglo y Morello, 1979, p. 2). 

			En cambio, como la conquista y la colonización del imperio español tuvieron como motivación el lucro —centrado en la explotación mineral del oro y la plata, así como en la ocupación de las tierras como fuentes de poder y abastecimiento a sus habitantes—, el modelo económico imperial requirió la sobreexplotación indígena —ecológicamente insostenible— de la naturaleza y sus recursos, dejando de lado la relación de conservación y productividad de las civilizaciones indígenas originarias con la naturaleza.

			De allí que la experiencia y el conocimiento de la naturaleza por parte de los imperios inca, maya y azteca —que se habían traducido en diversas formas de control y de adaptación con su medio ambiente— se perdieron, en buena parte, por la destrucción de la civilización de los pueblos originarios por los conquistadores y la aculturación sufrida.

			1.1. Del Estado liberal al Estado social

			La independencia del coloniaje español fue gestada por el pensamiento liberal que se fundó en la relación entre la sociedad y el Estado; es decir que la forma de organización política republicana se realizó mediante la división de los tres poderes del Estado —legislativo, ejecutivo y judicial— como una garantía de protección de las libertades humanas. Esa relación entre la autoridad y los ciudadanos era básicamente jurídica y política, no económica, ni social, ni ambiental; de modo que la ley vertebraba al Estado de derecho y la libertad quedaba garantizada formalmente a través de la igualdad de todos ante ley (Lucas Verdú, 1977, pp. 235-240). 

			Pero la pérdida del acervo socioambiental indígena no se recuperó con la Independencia, sino que a partir del nuevo modelo de Estado liberal se utilizaron las estructuras constitucionales del poder republicano en base a la estratificación social entre criollos e indígenas, básicamente, para poder consolidar las viejas formas del quehacer económico, sostenidas fundamentalmente por la servidumbre indígena, la mano de obra invisible de los esclavos africanos y, luego, de los trabajadores chinos importados en algunos países para la explotación de los recursos minerales y la agricultura de mano de obra intensiva (coolíes).

			En ese sentido, en el siglo XIX el Estado liberal fortaleció la concentración del poder en las haciendas y latifundios de las tierras comunales indígenas para la explotación de la lana, algodón, caña de azúcar o café, que demandaban los mercados de los nuevos imperios europeos, como el inglés. Todo ello, sin atisbo de consideración de la necesidad del equilibrio ambiental, sino de la explotación de la mayor cantidad de productos primarios para su exportación (Halperín, 1998, p. 280), como ocurrió con la explotación del guano hasta su casi extinción, desde mediados del siglo XIX en el Perú, para fertilizar las tierras agrícolas europeas. 

			Sin embargo, en el siglo XX, la explosión de la cuestión social como consecuencia del régimen económico agro-minero exportador generó en México la Revolución Agraria de 1911, así como también significativas transformaciones sociales y políticas en la mayoría de los países de América Latina, las cuales gestaron las bases del Estado social. Así, el modelo de Estado social hizo su aparición y esfuerzo en base al constitucionalismo social, incorporando a la relación entre la sociedad y el Estado, a la economía (Heller, 1971, pp. 158 y ss.). 

			Por eso, el nuevo Estado de bienestar asumió las cargas sociales no resueltas por el libre mercado y también distribuyó responsabilidades a los grandes propietarios a través de derechos sociales y económicos para los trabajadores y demás desvalidos; asimismo, también consagró la titularidad de los recursos naturales en favor del Estado y habilitó la nacionalización o expropiación de los mismos por razones de interés social que chocaron con las viejas y nuevas formas del modelo económico imperial ascendente de los Estados Unidos en el mundo. 

			Pese al esfuerzo del Estado por encontrar las fuentes del bienestar social en el patrimonio de cada una de las naciones, los principales modos de producción siguieron atentando contra la conservación de los recursos y la naturaleza. La concepción de la disponibilidad casi ilimitada de los recursos naturales, para explotarlos y así con los tributos atender los problemas de las políticas sociales en materia de infraestructura, educación, salud, vivienda, etc., no siempre se cumplió; pero sí generó en el largo plazo el deterioro de la naturaleza debido a la alta contaminación ambiental y a la depredación de bienes y especies en la extracción de los recursos naturales por los capitales foráneos, afectando gravemente a los ecosistemas y poniendo en evidencia que el Estado social estuvo ausente frente al impacto económico depredador del medio ambiente. Por eso, se puede señalar que el crecimiento económico asumido por el Estado social —a través de las empresas extranjeras— como base para superar la pobreza se basó en la destrucción de la naturaleza.

			1.2. Del Estado social al Estado ambiental

			A finales del siglo XX, ante la crisis económica y política del modelo del Estado social puesta de manifiesto con la caída del muro de Berlín, se subsume la cuestión política y social del Estado en favor de la economía, pero a cargo del libre mercado y de las empresas. Asimismo, la degradación del medio ambiente en el largo plazo, como producto del modelo de desarrollo industrial basado en el uso de energías fósiles, se hace presente en el calentamiento global debido a la degradación de las condiciones ambientales, que empezaron a poner en peligro no solo a las especies —animales y vegetales— y a los recursos naturales —renovables y no renovables—, sino también a la calidad de vida humana (Gore, s. f.). Por ello, se incorpora a la tríada “sociedad, Estado y economía”, el medio ambiente. 

			Es en la esfera internacional donde se centra la preocupación por el modelo de crecimiento económico a costa de la depredación del medio ambiente; de modo que en la Cumbre de Naciones Unidas de Estocolmo de 1972 y, sobre todo, tras la Cumbre de Río de 1992, es cuando las políticas medioambientales y las normas para su protección experimentaron un avance significativo. Un concepto clave en el compromiso global por el entorno, por haber constituido el primer intento de superar la confrontación entre crecimiento económico y sostenibilidad ambiental (Gómez, 2020, pp. 409-429), es el de “desarrollo sostenible” —recogido en el libro “Nuestro Futuro Común” (Brundtland, 1987), que lideró la ex primera ministra de Noruega, Gro Harlem Brundtland, por encargo de las Naciones Unidas—. 

			La toma de conciencia del grado de deterioro del medio ambiente y su acelerado proceso de degradación con el calentamiento global ha creado una conciencia internacional por la protección del medio ambiente y ha hecho que el Estado haya asumido la cuestión ecológica en su ordenamiento constitucional, incorporando la protección del medio ambiente como un principio estatal y un derecho fundamental. 

			El Estado ambiental es la respuesta a la crisis ecológica que ha motivado la movilización de los gobiernos y diversos grupos sociales en la defensa de la naturaleza frente a la lógica del crecimiento económico propio del capitalismo salvaje (Ferrajoli, 2011, p. 109), lo que ha llevado al surgimiento de nuevos valores y prácticas en el ámbito comunitario. El Estado ambiental, sin embargo, se encuentra en una encrucijada: por un lado se tiene el modelo económico neoliberal de rechazo a la intervención estatal en los mercados y la resistencia de los complejos industriales a las regulaciones —internacionales y nacionales— para reducir el calentamiento global, sobre todo de los países industrializados; y, por otro lado, se tiene el modelo de desarrollo sostenible que procura el crecimiento económico con una matriz que incorpore la calidad, el equilibrio y la seguridad ambiental para el goce, la protección y la promoción de los derechos fundamentales no solo ecológicos, sino también sociales, económicos y, desde ya, políticos. En este sentido, el Estado socioambiental de derecho tiene por misión el deber constitucional de atender al extenso rol ejemplificativo de deberes de protección ambiental.

			Para tal efecto, el Estado ambiental parte de un presupuesto ético que pone en tensión al modelo neoliberal, esto es, el principio de la solidaridad, principio que aparece como un valor histórico de realización humana frente al individualismo a fin de incorporar la solidaridad como un elemento esencial de la identidad del proyecto de la modernidad de la humanidad, donde la protección del ser humano es también la protección de la naturaleza y viceversa. Entonces, para evitar que el modelo económico no siga acelerando y desestabilizando a la naturaleza, a la sociedad y al planeta, es necesario un nuevo pacto social global que se va configurando en el llamado a la Constitución para la Tierra (Šmajs, 2018, pp. 183-185). 

			La Constitución para la Tierra parte de una consideración básica y final: que el problema del calentamiento global, por su naturaleza local y universal, no tendrá visos de solución para la humanidad entre Estados que apelan a su soberanía política o territorial, sino, solamente, a partir del proceso de internacionalización del derecho constitucional y, simultáneamente, de la constitucionalización del derecho internacional, porque constituye una de las escasas posibilidades sólidas para articular legítimamente una defensa de los intereses generales de la humanidad y ofrecer una regeneración ético-política para su supervivencia con dignidad sobre la Tierra (Landa, 2022, pp. 1-18).

			2. ESTADO Y JUSTICIA AMBIENTAL

			La idea de “justicia ambiental” proviene de la experiencia norteamericana de los años ochenta (Foy, 2008, p. 232). En efecto, en dicho período se produjeron numerosos conflictos en diferentes zonas de los Estados Unidos a raíz de una asentada política de Estado, la cual consistía en concentrar los focos de contaminación en zonas con mayor porcentaje de ciudadanos afroamericanos. Esta práctica sería calificada por Benjamín F. Chaves Jr. como “racismo ambiental” (Ortega Cerdá, 2011). 

			En la década de los noventa, el movimiento de justicia ambiental fue asentándose y extendiéndose, principalmente centrado en la lucha contra el racismo ambiental (Ortega Cerdá, 2011). Ahora bien, en paralelo, nos encontramos con otros hechos que también contribuyeron al desarrollo de la doctrina ambientalista, como lo fue el mencionado Informe Brundtland, de la Comisión Mundial para el Medio Ambiente y el Desarrollo de la ONU (1987). Este informe, en sus conclusiones, resaltó la importancia de “proporcionar recursos jurídicos” para la protección del medio ambiente. Al respecto, señaló que es necesario reformular las leyes humanas para mantener las actividades humanas en armonía con las leyes inmutables y universales de la naturaleza.

			En ese sentido, la justicia ambiental consiste justamente en la incorporación de la tutela ecológica al programa normativo de cada Estado (Sarlet, 2014, p. 33). Ello implica el diseño de normas sustantivas y procesales para asegurar la protección del medio ambiente.

			En ese sentido, siguiendo las tesis de Saladin y Häberle, podemos sostener que desde finales del siglo pasado se viene construyendo un modelo de justicia ambiental basado en tres principios: primero, la justicia intergeneracional (Intragenerationelle Gerechtigkeit) de quienes comparten un mismo período de vida; segundo, la justicia como responsabilidad entre las generaciones futuras (Intergenerationelle Gerechtigkeit) y, tercero, la justicia como el respeto humano a su medio ambiente natural (Natürlichen Mitwelt) (Saladin, 1995). 

			2.1. Pacto intrageneracional

			La sociedad moderna tiene una marcada relación con la naturaleza que se define, lamentablemente, por la transformación de la naturaleza en capital y la visión de esta como máquina. Esta dinámica, que es el resultado del avance técnico-científico y del animus del ser humano por domeñar la tierra y sus recursos, ha puesto sobre la mesa la llamada “cuestión ambiental” como un nuevo factor que determina las relaciones políticas (Jaria i Manzano, 2011).

			En ese marco, lo que intenta lograr la nueva política ambiental es un “Estado social ambientalmente orientado”, por lo cual se ha dicho que a las clásicas formas de organización política (Estado liberal y Estado social) se incorpora una nueva, que es el Estado ambiental. En ese entendido, el surgimiento de la justicia ambiental es un acontecimiento que naturalmente ha tenido repercusión en el constitucionalismo.

			Por eso, la idea de justicia ambiental, tal y como la definimos, suele ser cada vez más incorporada a las constituciones en la construcción de las llamadas constituciones ambientales que, como refiere Gomes Contilho, se establecen como un nuevo programa jurídico constitucional (Sarlet, 2014, p. 32)

			En el caso peruano, este pacto está recogido principalmente en el Título III, Capítulo II, de la Constitución peruana (“Del Ambiente y los Recursos Naturales”), que garantiza la protección de los recursos naturales, una política nacional del ambiente regida por el principio de desarrollo sostenible, la conservación de la diversidad biológica y la especial protección de la Amazonía. Aunque también habría que considerar otros artículos constitucionales, como el artículo 2, inciso 22, que garantiza el derecho de todas las personas a un medio ambiente equilibrado y al adecuado desarrollo de su vida, y el artículo 89, sobre el derecho de las comunidades campesinas y nativas para el uso y libre disposición de sus tierras.

			El pacto intrageneracional es, pues, el pacto entre los miembros de la sociedad estatal para la protección del medio ambiente. Este enfoque se complementa con la noción de pacto intergeneracional que, como veremos, considera también los derechos e intereses de las generaciones venideras.

			2.2. Pacto intergeneracional

			La noción de pacto intergeneracional consiste en considerar las reglas de protección medioambiental no solo como un acuerdo entre los actuales miembros de la sociedad vigente, sino también como un compromiso hacia las generaciones futuras. Esta es, ciertamente, la idea medular del Informe Brundtland, que es categórico al sostener que los esfuerzos de nuestra generación son un acto de necesaria solidaridad con las generaciones futuras:

			Estamos tomando prestado capital del medio ambiente de las futuras generaciones sin intención ni perspectivas de reembolso. Es posible que nos condenen por nuestra manera de actuar dispendiosa, pero no podrán cobrar la deuda que estamos contrayendo con ellos. Actuamos como si pudiéramos salir con la nuestra: las generaciones futuras no votan, no tienen poder político ni financiero, no pueden oponerse a nuestras decisiones (1987, pp. 22-23).

			También apunta a esta idea el finado juez Cançado Trindade, tal como lo planteó en su voto singular en el famoso caso Whaling in the Antarctic (Australia vs. Japón: intervención de Nueva Zelanda), ante la Corte Internacional de Justicia, al referirse al ambiente como un derecho y un deber:

			(…) derecho de cada generación a beneficiarse de este patrimonio natural y cultural, y está inseparablemente unido a la obligación de utilizar este patrimonio de tal manera que pueda transmitirse a las generaciones futuras en condiciones no peores de lo que era […] y según corresponda, la mejora de la calidad y la diversidad de este patrimonio (citado en De Paz González, 2021, p. 78).

			El Tribunal Constitucional peruano ha explicado esta misma idea, vinculada al concepto de desarrollo sostenible: 

			[L]a perspectiva del desarrollo sostenible busca equilibrar el esquema de la economía social de mercado con el derecho a vivir en un ambiente equilibrado y adecuado. Es una maximización de las ganancias o utilidad frente a la calidad del entorno que sufre el desgaste de la actividad económica. En tal sentido, con el principio sostenibilidad (artículo V de la Ley General del Ambiente) se pretende modular esta actividad económica a la preservación del ambiente, el mismo que tendrá que servir de soporte vital también para las generaciones venideras. Así, los derechos de las actuales generaciones no deben ser la ruina de las aspiraciones de las generaciones futuras (expediente 03343-2007-PA/TC, fundamento jurídico 14).

			Dicho de otra forma, la construcción de una justicia ambiental requiere especialmente del compromiso con las generaciones futuras, por ser ellas las principales afectadas con la conducta de la sociedad actual.

			2.3. Pacto con la naturaleza

			La noción de pacto con la naturaleza implica no solo la protección de la naturaleza como un mero fin para la satisfacción de las necesidades humanas, sino también su protección como un bien fundamental en tanto parte integrante de nuestro ecosistema vital. En ese sentido, el profesor Häberle ha sostenido que: 

			[L]a unidad integral del hombre, la cultura y la naturaleza sólo puede ser explicada globalmente. Ya como la “comunidad global de los Estados culturales” se hace evidente en la protección nacional e internacional de los bienes culturales, en términos de protección de la naturaleza ha existido por largo tiempo una comunidad de solidaridad inclusiva de todos los pueblos y Estados. Las cláusulas de protección internas (o propias de cada Estado) toman en consideración la conservación de las condiciones naturales de vida relativas a las necesidades humanas (como, por ejemplo, el art. 31, párr. 1°, de la Constitución de Turingia) y llevan a la raza humana al contexto de la naturaleza y el medio ambiente (ver art. 10 de la Constitución de Sajonia) (…) (Häberle, 2009, pp. 28-29).

			El pacto con la naturaleza implica, entonces, la integración del factor ambiental al proyecto de vida común recogido en la Constitución. Por eso se dice que el elemento medioambiental transforma las bases sobre las que se funda el Estado social. En ese sentido, ante el calentamiento global se incorpora a la tríada “sociedad, Estado y economía”, el medio ambiente (Landa, 2022, p. 239).

			Ahora bien, el reconocimiento de este pacto requiere, sin duda, otros conocimientos y sensibilidades, como el de los pueblos indígenas, el de otros sujetos (como los seres no humanos que habitan en el planeta Tierra) y otras formas de vida basadas en la satisfacción de necesidades naturales y no en la acumulación de bienes para saciar “necesidades” artificiales, cuya satisfacción no está ligada con la vida plena (Ávila, 2019, p. 130). Sin embargo, nuestro texto constitucional, inspirado en gran parte en experiencias occidentales ajenas, se construye aún sobre una mirada lejana a estos principios, lo cual no es impedimento para que la jurisprudencia, que es el derecho constitucional viviente, haga un esfuerzo por transformar esta situación.

			3. CONCEPTO DE MEDIO AMBIENTE

			El concepto del medio ambiente es importante para el estudio del derecho constitucional ambiental en la medida en que ayuda a delimitar el objeto de estudio y ofrece un punto de partida para el análisis de las figuras constitucionales relacionadas. No obstante, con el propósito de estudiar al derecho constitucional ambiental, no se puede partir de cualquier concepto de medio ambiente, sino que será necesario definir al medio ambiente desde una óptica constitucional. 

			Un ejemplo de definición que no serviría para los propósitos de este estudio es una definición técnico-científica del medio ambiente. La química ambiental considera como parte del medio ambiente al agua, al aire, a la tierra, a la vida y a la actividad humana; es decir, a la hidrósfera, la atmósfera, la geósfera, la biósfera y la antropósfera, la cual involucra a todos los seres humanos y las actividades relacionadas con su desarrollo y supervivencia (Manahan, 2007). 

			Por otro lado, existen definiciones recogidas en contextos jurídicos como la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente de Estocolmo (1972) que, si bien tuvo consideraciones jurídicas, tampoco tendrían una óptica constitucional. Esta conferencia considera que el “[m]edio ambiente es el conjunto de componentes físicos, químicos, biológicos y sociales capaces de causar efectos directos o indirectos, en un plazo corto o largo, sobre los seres vivos y las actividades humanas” (Foy, 1998). 

			Como es aparente, la definición técnico-científica se limita a listar a la actividad humana como parte de los elementos del medio ambiente, mientras que la definición promovida por la Conferencia de Estocolmo parte del ser humano para definir al medio ambiente. Estos ejemplos permiten ilustrar que el medio ambiente puede ser definido de formas diversas, siendo el objeto de estudio central para delimitar el concepto a utilizarse. 

			De ello, este subcapítulo estará dedicado a analizar diversas concepciones jurídicas del medio ambiente, para así poder delimitar un concepto constitucional del mismo.

			3.1. Definiciones amplias, restrictivas, antropocéntricas y biocéntricas

			Para iniciar la delimitación de un concepto jurídico de medio ambiente es necesario tomar en consideración dos dicotomías que existen en cuanto a la tipología del medio ambiente. Primero, la distinción entre las visiones restringidas y amplias del concepto del medio ambiente y, segundo, las definiciones antropocéntricas y biocéntricas del medio ambiente. 

			Sobre la distinción entre visiones restringidas y amplias, Esain (2010) afirma que: 

			A manera de introducción se podría decir que existen en realidad dos tipos de conceptos de medio ambiente: uno restringido y otro amplio. La diferencia entre ellos radica en que los que adoptan el primer criterio se circunscriben en su definición a elementos estrictamente físicos, dejando de lado los aspectos culturales y sociales, mientras que los segundos incluyen estos últimos”. E inmediatamente formula esta advertencia: “...Pero como toda clasificación, ella no deja de ser arbitraria, ya que existen variaciones sobre el nivel de restricción/amplitud en ambos lados.

			La definición promovida por la química ambiental detallada párrafos arriba correspondería a una definición restringida de medio ambiente, mientras que la definición de la Conferencia de Estocolmo se identificaría como una definición amplia, al incluir aspectos sociales del ser humano y sus efectos. 

			Progresivamente, y en consonancia con lo desarrollado en la Conferencia de Estocolmo, se ha tendido a definir al medio ambiente de manera amplia en el marco del derecho internacional. Ejemplo de esto es lo acordado por la Asamblea General de Naciones Unidas en 1982, cuando dispuso que:

			a) La especie humana es parte de la naturaleza y la vida depende del funcionamiento ininterrumpido de los sistemas naturales que son fuente de energía y de material nutritivas. 

			b) La civilización tiene sus raíces en la naturaleza, que moldeó la cultura humana, e influyo en todas las obras artísticas y científicas, y de que la vida en armonía con la naturaleza ofrece al hombre posibilidades óptimas para desarrollar su capacidad creativa, descansar y ocupar su tiempo libre,

			Por otro lado, en cuanto a la distinción antropocéntrica y biocéntrica del medio ambiente, Rojas (1993) sostiene que

			Los principales debates de la filosofía occidental han ocurrido en torno a un eje que ubicaba en un extremo del espectro la libertad individual y en el otro la responsabilidad social. La presencia de una crisis ecológica ha irrumpido en el debate filosófico con una extensión de naturaleza diferente, ya que ha obligado examinar lo que se daba por supuesto, esto es, la centralidad del ser humano en el orden cósmico. Esto se ubica en un extremo del espectro la posición antropocéntrico o humanista, y en la otra, la posición biocéntrica o ecocéntrica que reconoce a la naturaleza un valor intrínseco, y busca trascender las concepciones que reducen la biosfera a su dimensión de utilidad para el hombre.

			A diferencia de las definiciones amplias y restrictivas de medio ambiente, en donde existe una clara tendencia en favor de las definiciones amplias, en la distinción antropocéntrica y biocéntrica no existe aún consenso sobre la cuestión. No obstante, es nuestro objeto de análisis abordar el tema medioambiental desde una perspectiva constitucional, para lo cual es necesario mencionar que la mayoría de textos normativos tienden a tomar una perspectiva antropocéntrica.

			3.2. Estado de derecho y antropocentrismo

			La concepción antropocéntrica de medio ambiente en diversos dispositivos normativos puede explicarse en razón a la configuración actual del Estado de derecho. La reivindicación de la persona como fin supremo del derecho surge a partir de las diversas demostraciones de graves violaciones de derechos humanos y delitos de lesa humanidad cometidos durante la Segunda Guerra Mundial (Campderrich, 2014, p. 45). Estos abusos demostraron los peligros de una legislación sin contenido ético, en donde los intereses de los Estados nacionales podían justificar impensables actos de crueldad en contra de los seres humanos. 

			Es en este contexto histórico que se renueva el derecho en base a una concepción neoiusnaturalista, centrada en la persona humana, lo que finalmente traería al ser humano nuevamente como el centro del Estado de derecho.

			Este nuevo interés se plasmó en tres importantes declaraciones que dieron origen a otros tantos sistemas de protección internacional de los derechos humanos: 1) la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948); 2) la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948); y 3) la Convención Europea de los Derechos del Hombre y de las Libertades Fundamentales (1950). El interés principal de todas ellas fue reconocer los derechos que posee toda persona por el hecho de serlo. En la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre se establece:

			Que los pueblos americanos han dignificado la persona humana y que sus constituciones nacionales reconocen que las instituciones jurídicas y políticas, rectoras de la vida en sociedad, tienen como fin principal la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad.

			De esta manera, al establecer que los intereses primordiales de todo Estado se encuentran en la tutela de los derechos humanos, es que el fin del derecho se fundamenta en la propia persona humana y en sus derechos inalienables a la vida, la libertad y la dignidad, antes que en el propio Estado o sus autoridades.

			Es este nuevo paradigma del derecho el que lleva al posterior reconocimiento de los denominados derechos sociales. Los derechos sociales son derechos que buscan brindar un soporte material a los clásicos derechos-libertades en su búsqueda de tutelar la dignidad de la persona humana. En suma, ¿cómo se podría hablar de derecho a la vida sin derecho a la salud o de derecho a la libertad de expresión sin derecho a la educación? Es en el marco de esta reivindicación de la persona que se reconoce también al derecho a un medio ambiente equilibrado.

			Como puede observarse, desde entonces la persona humana se convierte en el centro del derecho y del Estado de derecho. De ello, una definición de medio ambiente propuesta por el derecho, y más aún por el derecho constitucional, difícilmente podría deslindarse de este antropocentrismo originario. 

			Por otro lado, esta tendencia en favor de definiciones antropocéntricas no significa que no existan casos de definiciones biocéntricas en textos normativos. Un ejemplo paradigmático es el caso de Ecuador, en donde su Constitución de 2008, en su artículo 10, reconoce como sujeto de derecho a la naturaleza: “Las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos son titulares y gozarán de los derechos garantizados en la Constitución y en los instrumentos internacionales. La naturaleza será sujeto de aquellos derechos que le reconozca la Constitución”.

			Asimismo, la Constitución de 2008 también genera cambios conceptuales importantes respecto a temas como el régimen de desarrollo y la inclusión del “buen vivir” o “sumak kawsay” como concepto orientador de la vida (Bedón, 2017, p. 15).

			3.3. Concepto de medio ambiente en la legislación nacional

			El inciso 22 del artículo 2 de la Constitución peruana reconoce como un derecho fundamental de toda persona el derecho a gozar de un medio ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida.

			En cuanto a la definición de medio ambiente, el Tribunal Constitucional tiene una comprensión amplia de este, en tanto el mismo comprende una serie de elementos naturales, sociales y culturales. En dicho sentido, el Tribunal señala que:

			(…) el ambiente se entiende como un sistema; es decir como un conjunto de elementos que interactúan entre sí. Por ende, implica el compendio de elementos naturales —vivientes o inanimados— sociales y culturales existentes en un lugar y tiempo determinados, que influyen en la vida material y psicológica de los seres humanos. Por dicha razón, es objeto de protección jurídica y forma parte del bagaje de la tutela de los derechos humanos. El ambiente es concebido como el medio en el cual se encuentran contenidos todos los factores que hacen posible la existencia humana y la de los demás seres vivos. Por consiguiente, alude a todas las condiciones e influencias del mundo exterior que rodean a los seres vivientes y que permiten —de una manera directa o indirecta— su sana existencia y coexistencia (sentencia del expediente 0018-2001-AI/TC, caso Colegio de Abogados del Santa, fundamento jurídico 6).

			Esta concepción amplia del medio ambiente también es acorde a lo establecido por la normativa sectorial sobre el tema. El artículo 2, inciso 3, de la Ley N.° 28611, Ley General del Ambiente, establece que:

			Entiéndase, para los efectos de la presente Ley, que toda mención hecha al “ambiente” o a “sus componentes” comprende a los elementos físicos, químicos y biológicos de origen natural o antropogénico que, en forma individual o asociada, conforman el medio en el que se desarrolla la vida, siendo los factores que aseguran la salud individual y colectiva de las personas y la conservación de los recursos naturales, la diversidad biológica y el patrimonio cultural asociado a ellos, entre otros.

			De ello, queda claro que en el ordenamiento peruano se recoge una definición antropocéntrica, pero amplia, del medio ambiente. No obstante, a diferencia de la Constitución ecuatoriana, el Perú no concibe a la naturaleza como sujeto de derecho. El artículo 2, inciso 22, de la Constitución peruana reconoce el derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida, de tal modo que el Tribunal Constitucional interpreta que este derecho implica también una obligación estatal de mantener un ambiente adecuado para el desarrollo de la persona y su dignidad (expediente 03343-2007-PA/TC, fundamento jurídico 4).

			Como puede observarse, la protección del medio ambiente en el Perú responde a su utilidad para el desarrollo de la persona humana. De ello queda claro que la Constitución peruana concibe una definición antropocéntrica del medio ambiente.



OEBPS/image/1.jpg
CEsSAR LANDA ARROYO

DERECHO CONSTITUCIONAL
AMBIENTAL

PaLESTRA EDITORES
LimMA — 2023





OEBPS/font/AGaramondPro-BoldItalic.otf


OEBPS/image/Cover_Derecho-constitucional.jpg
César Landa Arroyo

Derecho constitucional
ambiental






OEBPS/font/AGaramondPro-Bold.otf


OEBPS/font/AGaramondPro-Italic.otf


OEBPS/font/TrajanPro-Regular.ttf


OEBPS/font/AGaramondPro-Regular.otf


